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la ley catalana de consultas 
populares por vía de referéndum1
IntroduccIón
La práctica totalidad de Estatutos de Autonomía recogen la 
competencia en materia de consultas populares aunque con 
un diverso alcance respecto a su ámbito material e incluso 
territorial. Cataluña asume como competencia exclusiva 
las consultas populares «con excepción de lo previsto en el 
artículo 149.1.32 de la Constitución» (art. 122), omitiendo 
toda referencia al referéndum; mientras que Andalucía (art. 
78), Aragón (art. 71.27) y Extremadura (art. 9.1) asumen la 
competencia exclusiva en materia de consultas populares, sin 
necesidad de autorización estatal, pero excluyendo expresa-
mente el referéndum. En ambos casos el ámbito territorial 
de dichas consultas es el autonómico y el local. El Estatuto 
valenciano, por otro lado, atribuye a esta comunidad la com-
petencia de desarrollo legislativo y ejecución en materia de 
consultas populares municipales (art. 32) aunque contempla 
también como atribución del Presidente de la Generalitat la 
celebración de consultas populares en el «ámbito de la Co-
munidad valenciana» (art. 28.5). Con una previsión simi-
lar los estatutos de Baleares (art. 31.10), Castilla-León (art. 
71.1.15), Canarias (art. 32.5), Asturias (art. 11.11), La Rioja 
(art. 9.7) y Murcia (art. 11.8) asumen la competencia de de-
1 Este trabajo se enmarca en las actividades del proyecto de investigación «Estado auto-
nómico y democracia» (MCI, DER2009-12921) y «Democracia multinivel: la participación 
de los ciudadanos y de los entes territoriales en los procesos de decisión pública» (MEC, 
DER2012-37567).
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sarrollo legislativo y ejecución sobre el sistema de consultas populares en el ámbito de 
la respectiva comunidad autónoma, sin diferenciar en ningún momento entre consulta 
popular y referéndum. Junto a estas previsiones, algunos estatutos reformados contem-
plan también el derecho de los ciudadanos a promover la convocatoria de consultas 
populares (art. 29.6 eacat; art. 15c) eaib; art. 30c) eaan; art. 11.5 eacyl) como uno de 
los contenidos del derecho de participación política previsto estatutariamente.
Sin embargo, los instrumentos de participación directa en el ámbito autonómico han 
propiciado un «manifiesto desinterés del legislador» (pérez sola 2009: 434), tanto 
estatal como autonómico, porque no ha sido hasta la última década cuando se ha produ-
cido algún tipo de desarrollo autonómico sobre los procedimientos de consultas populares, 
destacando entre ellos la ley catalana 4/2010, de 17 de marzo, de consultas populares 
por vía de referéndum, la que es, por el momento, la única regulación general autonó-
mica sobre la materia y sobre la que se centra nuestro análisis.
1 LA InStItucIón dEL rEfErénduM y LA coMPEtEncIA AutonóMIcA 
En MAtErIA dE conSuLtAS PoPuLArES
El artículo 122 del Estatuto de Autonomía de Cataluña (eac) asume la competencia ex-
clusiva de la Generalidad sobre «el establecimiento del régimen jurídico, las modalida-
des, el procedimiento, la realización y la convocatoria por la propia Generalitat o por los 
entes locales, en el ámbito de sus competencias, de encuestas, audiencias públicas, foros 
de participación y cualquier otro instrumento de consulta popular, con excepción de que dispone el art. 
149.1.32 de la Constitución» (cursiva añadida). En la previsión estatutaria no se contempla 
ninguna referencia expresa al referéndum autonómico, salvo aquel que de forma pre-
ceptiva incide en el procedimiento de su reforma (arts. 222 y 223 eac). Dicha omisión 
no responde a ninguna previsión explícita constitucional que lo impida, aunque ha sido 
una constante en la regulación de todos los Estatutos de Autonomía y, en todo caso, la 
jurisprudencia constitucional, como tendremos ocasión de analizar, parece justificarlo 
en la competencia que cierra el listado de las exclusivas del Estado del art. 149.1.32 ce. 
Al amparo de la previsión estatutaria del art. 122 eac y del derecho estatutario de los 
ciudadanos de Cataluña a «promover la convocatoria de consultas populares por la Generalidad y los 
ayuntamientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y con las condiciones que las leyes 
establecen» (art. 29.6 eac), el Parlamento de Cataluña aprobó, durante la octava legislatura, 
la ley 4/2010, de 17 de marzo, de consultas populares por vía de referéndum. El referéndum es 
una figura jurídica de escasa práctica en el ordenamiento constitucional que últimamente 
ha adquirido una cierta notoriedad como consecuencia principalmente de la intervención 
del Tribunal Constitucional en dos decisiones jurídicas suficientemente relevantes: por un 
lado, la ley del Parlamento Vasco 9/2008, de 17 de junio, sobre la consulta Ibarretxe, que 
fue impugnada ante el Tribunal Constitucional (tc) y dio lugar a la stc 103/2008, de 11 
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de septiembre, y por otra, la aprobación del nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña, 
cuya impugnación fue resuelta en la stc 31/2010, de 28 de junio.
Puede ser interesante, antes de realizar un análisis de la ley catalana objeto de estudio, 
destacar unos hechos que permitieron que el referéndum autonómico o, mejor dicho, su 
existencia -más allá de los supuestos expresamente previstos en la Constitución- adqui-
riera una cierta presencia en el contexto social y jurídico, especialmente a partir de las 
dos decisiones jurisprudenciales mencionadas, y que nos sirve también para aclarar la 
posición del Tribunal Constitucional sobre la admisibilidad de las consultas populares y 
los referendos a escala autonómica.
1.1 LA STC 103/2008 y EL DEREChO A DECIDIR DEL pUEBLO vASCO
El primero de estos precedentes lo constituye la stc 103/2008, de 11 de septiembre. 
Los hechos se originan en el año 2008 cuando el Parlamento Vasco aprueba la Ley 
9/2008, de 27 de junio, «de convocatoria y regulación de una consulta popular al objeto 
de recabar la opinión ciudadana en la Comunidad Autónoma del País Vasco sobre la 
apertura de un proceso de negociación para alcanzar la paz y la normalización políti-
ca». Se trataba de una ley de artículo único que pretendía preguntar a los ciudadanos 
vascos si autorizaban una negociación -»un proceso de final de la violencia dialogado»- 
y, en caso de que tuviera éxito el proceso, la convocatoria de un referéndum sobre la 
autodeterminación. Su impugnación por parte del presidente del Gobierno del Estado, 
generó una respuesta inusualmente rápida por parte del Tribunal Constitucional -me-
nos de tres meses desde la promulgación de la ley- y sin ningún voto particular.
En esta sentencia el Tribunal analiza la ley vasca a partir de tres motivos de inconsti-
tucionalidad de orden procedimental, competencial y sustantivo. Dejando de lado el 
primero de ellos abordaremos los otros dos brevemente. Los motivos de impugnación 
de carácter competencial se justifican en el art. 149.1.32 ce que atribuye al Estado la 
competencia exclusiva en materia de autorización de la convocatoria de consultas por 
vía de referéndum. La comunidad autónoma vasca sostenía que no convocaba un ver-
dadero referéndum sino una simple consulta popular, hecho a partir del cual deriva la 
consecuencia jurídica: no era necesaria la autorización estatal. Para resolver la cuestión 
el Tribunal opta por diferenciar estos dos institutos jurídicos. El referéndum no es cauce 
para la instrumentación de cualquier derecho de participación, «sino específicamente 
para el ejercicio del derecho de participación política» (art. 23 ce), y se define como una 
«forma de democracia directa y no una mera manifestación del fenómeno participati-
vo» (fj 2). La consulta popular, en cambio, es una forma de participación diferente, en 
la que se articulan voluntades particulares o colectivas, pero no imputables al cuerpo 
electoral. Las notas definitorias del referéndum, como instituto de democracia directa 
son: el sujeto convocado, el pueblo —a través del voto—, canalizado a través de un pro-
cedimiento gestionado por la administración electoral y garantizado por la administra-
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ción judicial- (fj 3). A partir de aquí se analiza la consulta regulada en la ley, en la que se 
llama a participar en el cuerpo electoral del País Vasco a través del voto, lo que determi-
na su consideración como referéndum y, en consecuencia, su inconstitucionalidad por 
no respetar la autorización del Estado. Además, la sentencia añade que la comunidad 
autónoma vasca tampoco tiene competencia para convocar consultas referendarias, ya 
que no se encuentra reconocida expresamente en su Estatuto (fj 3).
El Tribunal entra también en los aspectos de fondo. En el fj 4 analiza la constitucionali-
dad material de la consulta a partir del contenido de la pregunta. La ley partía del reco-
nocimiento inicial de la existencia del «derecho a decidir del pueblo vasco» a partir del 
cual se podrían acordar las bases de una nueva relación entre la Comunidad Autónoma y el 
Estado español. Para el Tribunal resulta indudable que afecta al fundamento del ordena-
miento constitucional vigente y que supone un intento de «sortear, eludir o simplemente 
prescindir» de esos procedimientos para reformar la Constitución al margen de los cau-
ces establecidos en la misma. De aquí concluye que se trata de una consulta popular que 
sólo se puede plantear al «titular de la soberanía» a través de un referéndum de revisión 
constitucional. El eje central de esta decisión puede aportar una primera consideración: 
no puede someterse a referéndum de ámbito autonómico una decisión política que afecte el 
fundamento del ordenamiento constitucional. 
1.2 LA STC 31/2010, SOBRE EL ESTATUTO CATALáN
Cuando se dicta la sentencia sobre la ley vasca, el 11 de septiembre de 2008, el Estatuto 
de Autonomía de Cataluña lleva ya dos años vigente, aunque estaba pendiente de reso-
lución el recurso de inconstitucionalidad que culminó, cuatro años después de su inter-
posición, con la stc 31/2010, de 28 de junio. Uno de los preceptos cuestionados era 
precisamente el art. 122, que actuaba de título competencial para la aprobación de la ley 
catalana 4/2010, de consultas referendarias. Tres meses después de que el Parlamento 
catalán aprobara esta ley, la entrada en escena de la stc 31/2010 la dejaba inutilizada, 
incidiendo y afectando directamente a su eficacia (martín 2010: 318; castellà 2011: 
197).
El art. 122 eac otorga a la Generalidad la competencia exclusiva para la regulación 
de las consultas populares «salvo lo dispuesto en el art. 149.1.32 de la Constitución». 
La stc 31/2010 realiza una interpretación del art.122 eac según la cual la excepción 
contemplada en el precepto (la del art. 149.1.32 ce) «se extiende a la institución del referéndum 
en su integridad y no sólo a la autorización estatal de su convocatoria» (fj 69).
Para el Tribunal, la competencia de la Generalidad sobre consultas populares estableci-
da en el art. 122 es perfectamente legítima desde el punto de vista constitucional, pero 
no prevé la institución del referéndum, sino otras figuras participativas como las expre-
samente mencionadas: encuestas, audiencias públicas, foros de participación, -abriendo 
OCTUBRE 2013 DELIBERACIÓN
67
la puerta a otros instrumentos de consulta popular no mencionados-, pero en todo caso, 
todos ellos representativos de formas propias de la democracia participativa mediante 
las cuales se expresa la voluntad de colectivos y que pueden ser reguladas por las insti-
tuciones catalanas. La exclusión del referéndum del ámbito de aplicación del art. 122 
eac se justifica en la reproducción literal de un fragmento de la stc 103/2008, en el 
que se afirma que la ley orgánica 2/1980, sobre regulación de las distintas modalidades 
de referéndum es la ley a la que hace referencia el art. 92.3 ce y es además «la única Ley 
constitucionalmente adecuada para el cumplimiento de otra reserva, añadida a la competencial del art. 
149.1.32 ce: la genérica del art. 81 ce para el desarrollo de los derechos fundamentales, en este caso el 
derecho de participación política reconocida en el art. 23 ce «(fj 3). Así, la stc 31/2010 declara 
conforme a la Constitución la previsión del art. 122 eac condicionado, en todo caso, 
a una interpretación que no incluya en su ámbito la modalidad más significativa de las 
consultas populares: el referéndum. De esta forma la posibilidad implícita que ofrecía 
el Estatuto catalán de regular por ley autonómica la figura del referéndum de ámbito 
autonómico quedaba sin cobertura competencial produciendo una afectación evidente 
a la ley catalana de consultas por vía de referéndum.
Desde la perspectiva del art. 23 ce, el derecho fundamental de participación política di-
recta sólo parcialmente ha sido desarrollado por la lomr, sin embargo, el Tribunal deriva 
de la incomplitud de la norma, una percepción restrictiva del ejercicio del derecho (que 
también se constata en el dictamen del Consejo de Estado 1.119/2008, de 3 de julio del 
2008), que en conexión con el principio democrático debería ser objeto, por el contrario, 
de una interpretación pro actione, pues es evidente que ni el desarrollo legislativo del art. 
92 ni el art. 149.1.32 agotan la regulación de las manifestaciones directas de este derecho. 
2 LA LEy cAtALAnA dE conSuLtAS PoPuLArES Por VíA dE rEfErénduM
La ley 4/2010, de 17 de marzo, de consultas populares por vía de referéndum es una 
ley vigente en estos momentos, y aplicable en el ordenamiento jurídico catalán aunque 
con una eficacia jurídica condicionada, no sólo porque se encuentra pendiente de re-
solución el recurso interpuesto, sino también porque su efectividad práctica requiere la 
autorización del Estado.
En el preámbulo de la ley se cita como base normativa para legislar los artículos 23 y 
149.1.32 de la Constitución, la Ley Orgánica 2/1980, reguladora de las distintas mo-
dalidades de referéndum (lormr) y la Ley Orgánica del Régimen Electoral General 
(loreg). El objetivo de la ley es «fomentar la participación e incrementar la calidad de-
mocrática impulsando la implementación de mecanismos de participación ciudadana, 
para hacer más cercana la Administración y asegurar la participación de la ciudadanía 
en la toma de decisiones que afecten al sus intereses». Este objetivo se concreta en la re-
gulación de un instrumento concreto: el referéndum consultivo de ámbito autonómico y 
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municipal; y en la voluntad política clara de no abordar la regulación de otras modalidades 
o instrumentos participativos. 
El legislador catalán asume que, aunque no se encuentra expresamente previsto en el 
Estatuto, la institución del referéndum puede incluirse en la cláusula residual del art. 
122 eac («y cualquier otro instrumento de consulta popular») y opta por diferenciar esta moda-
lidad de participación ciudadana del resto de consultas populares especificadas en el art. 
122, otorgando al primero un tratamiento legislativo particular. De hecho, esta opción 
legislativa es consecuencia -como se ha visto- de la doctrina del Tribunal Constitucional 
recaída en la stc 103/2008, según la cual las «consultas populares» representan el gé-
nero y «el referéndum» una de sus especies, y es coherente con la distinción teórica entre 
las modalidades de democracia directa y de democracia participativa. Ambas suponen 
una intervención o participación directa de los ciudadanos en los asuntos públicos, pero 
así como la democracia directa supone una llamada al cuerpo electoral, a través de un 
procedimiento electoral dotado de las garantías jurisdiccionales, los instrumentos de 
democracia participativa implican una intervención ciudadana -de personas y/ o colec-
tivos-, a través de cualquier procedimiento más o menos formalizado sobre asuntos pú-
blicos (políticos y administrativos). A día de hoy ninguna Comunidad Autónoma ha re-
gulado la institución del referéndum autonómico2. Sí se ha hecho a nivel local (en virtud 
del art. 71 lbrl). Es el caso de la ley andaluza 2/2001, de 3 de mayo, de regulación de 
las consultas populares locales3, la ley foral de Navarra 27/2002, de 28 de octubre, regu-
ladora de las consultas populares de ámbito local, esta última sin competencia expresa4.
De la interpretación de la competencia estatutaria del art. 122 eac efectuada por el 
tc, las figuras propias de la democracia participativa -mediante las cuales se expresa la 
opinión de los individuos y colectividades, pero no la voluntad del pueblo a través del 
derecho de sufragio como ocurre en el referéndum- pueden ser legisladas por las insti-
tuciones catalanas, tanto para un ámbito autonómico como local. Esos nuevos derechos 
de participación son derechos de configuración legal y pueden ser ejercidos a través de 
diversas modalidades como las consultas populares, pero requieren en todo caso de un 
2 En el Reglamento del parlamento de Canarias (art. 203) se regula el procedimiento de aprobación por el parlamento de toda 
propuesta de consulta popular a través de referéndum presentada por el Gobierno, en uso de la competencia asumida en el art. 
32.5 EA de Canarias. Sin embargo, no se trata de una regulación del modelo de referéndum sino del procedimiento parlamentario 
a seguir.
3 Ley que dota a las consultas de ámbito local de unas garantías que la STC 103/2008 consideró que eran exclusivas del referéndum, 
el ejercicio del derecho de sufragio canalizado a través de un procedimiento electoral gestionado por la administración electoral 
y garantizado por la administración judicial.
4 Sin embargo, algunas comunidades autónomas han optado por incluir la posibilidad de realizar consultas populares locales en 
leyes generales, como la ley gallega 5/1997, de 22 de julio, de la Administración Local de Galicia, en concreto su art. 257. En Cata-
luña la regulación anterior sobre consultas populares municipales se encontraba en el Decreto Legislativo 2/2003, de aprobación 
del texto refundido de la ley municipal y de régimen local de Cataluña que remitía, en materia de realización de la consulta «a las 
disposiciones generales y al procedimiento establecido por la legislación electoral del Estado sobre referendos (art. 161) y en el 
Reglamento de consultas populares municipales (Decreto 294/1996, de 23 de julio).
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desarrollo normativo que debe tener la naturaleza de ley autonómica. Pero se trata de 
formas participativas relacionadas con la democracia participativa que pueden actuar 
en la fase de iniciativa y a lo largo del procedimiento normativo, reglamentario o deci-
sorio, pero que reservan la decisión final a las instituciones legislativas o de gobierno5. 
Estas formas de canalizar la participación ciudadana no encuentran encaje en el marco 
del derecho fundamental de participación política (art.23 ce) -a diferencia del referén-
dum como instrumento que somete a la consideración del cuerpo electoral una cuestión 
política- y por eso, tampoco encuentran las limitaciones competenciales y sustantivas 
propias del mismo, una de las cuales es la propia titularidad del derecho, aspecto al que 
nos referiremos más adelante.
Esta voluntad política de diferenciar entre consultas populares y referendos se evidencia tam-
bién en la proposición de ley de consultas populares no referendarias y participación ciu-
dadana que se está tramitando actualmente en el Parlamento de Cataluña, y que pretende 
regular diversas modalidades de consulta ciudadana, al amparo de la competencia del art. 
122 eac con la intención de eludir el requisito de la autorización del Estado. Sin embargo, 
desde el punto de vista jurídico, la importancia del referéndum -y, en general, de todos 
los institutos de democracia semidirecta-, es que sean un fin en sí mismo y no un medio a 
través del cual se activa una estrategia diferente (denquin, 1976: 289) pues de otro modo, 
se altera su función en un sentido antidemocrático (lópez basaguren, 2009: 215).
2.1 CARACTERíSTICAS DEL MODELO DE REfERéNDUM
La ley catalana dota al modelo de consulta popular que regula de las notas definito-
rias del referéndum. Un instrumento que sirva para determinar la voluntad del cuerpo 
electoral sobre cuestiones políticas de especial transcendencia para la ciudadanía, vin-
culadas al ámbito competencial del respectivo ente convocante (arts. 2 y 3 de la lccr) 
acogiendo la definición que ofrece la stc 103/2008. 
De la regulación concreta se desprende que el legislador catalán opta por un modelo 
de referéndum de efectos similares al referéndum consultivo constitucionalmente pre-
visto en el art. 92 ce y dentro de los márgenes legales establecidos por la lo 2/1980, 
reguladora de las distintas modalidades de referéndum (lormr)6. En efecto, se trata 
5 La STC 119/1995 ya había anunciado que las modalidades de participación social y administrativa diseminadas a lo largo del texto 
constitucional no forman parte del derecho fundamental de participación política.
6 De hecho, sería poco viable otro modelo de referéndum, dado que es jurisprudencia constante del Tribunal Constitucional que las 
instituciones de participación directa deben tener un rol marginal, excepcional y como mucho complementario de la democracia 
representativa. Así, en la STC 76/1994 ya se afirmaba que en la forma de gobierno configurada por la Constitución «priman los meca-
nismos de democracia representativa sobre los de participación directa» (fJ 3), o la STC 119/1995 donde, de forma más contundente, 
se dice que el derecho de participación política del arte. 23 CE «normalmente se ejerce a través de representantes y, excepcional-
mente, puede ser ejercido por el pueblo» (fJ 3), y en la 103/2008, se puede leer que «se trata de una democracia representativa (...) 
complementada con determinados Instrumentos de democracia directa, que deben operar, como es lógico y constitucionalmente 
exigido, no como minusvaloración o sustitución sino como reforzamiento de esa democracia representativa «(fJ 2).
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de un referéndum de carácter consultivo -en el que no se sustrae la facultad de decisión 
que corresponde a los órganos representativos-, y se descartan otras modalidades de 
referéndum como el de iniciativa legislativa o el abrogativo de leyes, modalidades que 
también fueron rechazadas en el proceso constituyente (martín, 2012: p. 100-101). En 
las cuestiones de procedimiento para la celebración del mismo, la ley catalana sigue, 
con algunas modulaciones, el marco básico establecido en la ley orgánica de 19807: la 
convocatoria corresponde al presidente de la Generalitat o al alcalde -según se trate de 
un referéndum autonómico o municipal-, debe ser aprobada por mayoría absoluta del 
Pleno del Parlamento o del Ayuntamiento, y se requiere la correspondiente autorización 
del Estado de acuerdo con el art. 149.1.32 ce (el art. 2.2 de la lormr atribuye esta 
facultad al Gobierno). No se exige que el Rey firme la convocatoria.
Sin embargo, la regulación catalana quiere también singularizarse del referéndum con-
sultivo del art. 92 ce. Así, entre las principales innovaciones destacan: la apertura de la 
iniciativa de consulta popular a sujetos distintos del Gobierno, ampliándola a otras insti-
tuciones y en particular a la iniciativa popular; el reforzamiento de los instrumentos de 
control jurídico de la adecuación constitucional y estatutaria de la iniciativa de consulta, 
con la participación del Consejo de Garantías Estatutarias; y por último, afianzar la idea 
de exigencia de responsabilidad del Gobierno a la hora de rendir cuentas de la gestión del 
resultado del referéndum a través de la comparecencia ante del Parlamento. Elementos 
todos ellos que lo diferencian del modelo estatal ex art. 92 ce, caracterizado por ser un 
instrumento en manos del Presidente del Gobierno, de quien formalmente debe partir 
la iniciativa, para que una decisión política sea sometida a consulta popular y donde la 
intervención del Congreso es meramente de autorización de la propuesta de referéndum.
2.1.1 Referéndum de ámbito autonómico
a) Objeto y ámbito de la consulta
Centrándonos en las cuestiones de carácter sustantivo, y atendiendo al propio objeto de 
la consulta, el artículo 2 de la ley catalana establece dos precisiones. La primera de ellas es 
que debe tratarse de una «cuestión política de especial trascendencia para la ciudadanía» 
(expresión reiterada en los art. 5 y 10), que se inserte en el ámbito de las competencias respec-
7 Respecto a la fecha de celebración de la consulta, la ley catalana prevé la posibilidad de buscar una cierta simultaneidad con otras 
convocatorias electorales, pero rige la idea de evitar interferencias con el funcionamiento de las instituciones representativas. Así, 
en el ámbito municipal, se permite la celebración simultánea con elecciones generales, autonómicas o el parlamento Europeo, 
pero no caben entre los 90 días anteriores y posteriores a elecciones municipales u otros referendos (art. 44). En el ámbito autonó-
mico, la simultaneidad (art. 44) no es posible entre los 90 días anteriores o posteriores a unas elecciones generales o autonómicas 
(sería factible respecto de elecciones al parlamento Europeo y elecciones municipales además de otros referendos, aspecto este 
no permitido por la LO de 1980). De hecho, las normas sobre simultaneidad tienen por objetivo no contaminar el debate electoral 
en el mismo ámbito en el que tiene lugar el referéndum con la discusión respecto al específico objeto del referéndum, si bien la 
prohibición se extiende también a la simultaneidad entre elecciones generales y autonómicas. Tampoco parece que tenga sentido 
que se puedan simultanear dos referendos autonómicos y no dos locales.
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tivas de la Generalidad y los municipios (art. 10). La segunda hace referencia a que el objeto 
de las consultas no puede ir en contra de las facultades que la Constitución y el Estatuto 
reconocen a las instituciones de la Generalidad y los entes locales (art. 6.1) ni puede tam-
poco formularse una consulta que afecte a un proyecto o proposición de ley que se esté 
tramitando en el Parlamento (art. 6.2), aspecto que parece aludir a la imposibilidad de 
que el referéndum tenga carácter normativo, es decir, que el pueblo pueda interferir en la 
función legislativa del Parlamento, aceptando o rechazando una concreta propuesta nor-
mativa. Las facultades de intervención de los ciudadanos en este ámbito quedan canaliza-
das a través de otro instrumento de participación como es la iniciativa legislativa popular.
En cuanto a la primera precisión, hay que señalar que es de aplicación a cualquier 
iniciativa de referéndum, ya sea de carácter institucional o popular y de ámbito auto-
nómico o municipal. Es evidente que esta limitación no puede ser interpretada como 
una referencia a las competencias estricta y exclusivamente asumidas en el título iv del 
Estatuto («De las competencias») dado que pueden encontrarse atribuciones competenciales 
a lo largo de toda la regulación estatutaria. Pero también resulta obvio que no se puede 
afectar a ámbitos de competencia estatal, pues ello supondría identificar el concepto de 
competencia (atribución de una potestad a un ente proyectada sobre un determinado 
ámbito material) con el de potestad o atribución, o lo que es lo mismo, entender que el 
objeto de las consultas no se ve restringido al ámbito de las competencias de la Genera-
lidad sino que se pueda plantear una consulta ciudadana respecto de cualquier potestad 
que tenga atribuida la Generalitat, aunque afectaran ámbitos competenciales del Estado 
central (iniciativa legislativa autonómica prevista en el art. 87.2 ce con la facultad de 
instar al Gobierno a que presente un proyecto de ley), o ámbitos donde la decisión final 
corresponde al Estado, como sería el caso de la iniciativa de reforma constitucional que 
reconoce el art. 166 de la Constitución en relación también con el art. 87 (castellà, 
2013, p.199). Así se pronuncia también el Consejo de Garantías Estatutarias cuando 
señala que «el Parlamento, en virtud del artículo 61.b del eac y del art. 154.1 del Reglamento del 
Parlamento de Cataluña (...) puede, sin estar limitado por el ámbito competencial estricto de la Gene-
ralidad, hacer las propuestas, previstas en el art. 87.2 ce, tanto ante las Cortes Generales como ante 
Gobierno del Estado, sobre cuestiones de ámbito competencial estatal, dado que los artículos mencionados 
presuponen una facultad del Parlamento de Cataluña en un ámbito de competencia del Estado, ya que 
de lo contrario la cámara catalana ejercería la competencia de forma directa. Es más, el artículo 166 
ce, que remite al art.87.2 ce, permite la iniciativa legislativa autonómica también en relación a la 
reforma de la Constitución» (Dictamen 15/2010, de 6 de julio, sobre la propuesta de consulta 
popular por vía de referéndum sobre la independencia de la nación catalana, fj 3).
b) Iniciativa
La iniciativa para impulsar este tipo de consulta referendaria puede ser institucional o 
popular (art. 11 lcr). En ambos casos la aprobación de la iniciativa recae en el Par-
lamento por mayoría absoluta, como trámite previo a la autorización del Estado (art. 
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18, 20 y 29 lcr). La intervención del Parlamento pretende evitar que el referéndum sea 
un instrumento exclusivamente al servicio del Gobierno para imponer su actuación. 
Así, el Parlamento puede, por mayoría absoluta, impedir una propuesta de referéndum 
promovida por el Gobierno y, al mismo tiempo, podría imponer al propio Gobierno la 
celebración de un referéndum, con la correspondiente autorización del Estado. Ya se ha 
comentado antes que esta intervención parlamentaria es consecuencia de la relevancia 
del modelo de democracia representativa en el que los institutos de democracia directa 
sólo pueden actuar como complemento o refuerzo de la misma, sin voluntad de sustituir 
el órgano representativo. La ley opta así por mantener la centralidad del Parlamento, 
otorgándole la decisión final sobre la conveniencia y oportunidad política de hacer par-
ticipar al pueblo a través del referéndum.
Al mismo tiempo, la ley abre el proceso a otros sujetos —diferentes del Gobierno— re-
presentantes de los intereses de la ciudadanía: minorías parlamentarias, municipios y 
especialmente ciudadanos de Cataluña, con la finalidad de poder introducir en el debate 
político asuntos que quizás no interesan a la mayoría de gobierno, pero que pueden ser 
útiles a la hora de actuar como elementos de orientación política.
La iniciativa institucional se canaliza a través del Gobierno, a propuesta de su Presidente (art. 16), 
otorgando así una mayor relevancia a la colegialidad; a través del Parlamento, a propuesta de 
1/5 parte de los diputados o 2 Grupos parlamentarios (art. 17), abriendo así la iniciativa a las 
minorías parlamentarias; y a través de 10% de municipios que representen al menos 500.000 
habitantes (art. 19). Se combinan dos elementos: población y número de ayuntamientos.
La iniciativa popular requiere el aval de un 3% de los ciudadanos de Cataluña (art. 21) 
mediante un procedimiento de recogida de firmas que finalmente debe ser validado 
por el Parlamento. Este precepto supone un reconocimiento explícito del ejercicio del 
derecho de los ciudadanos de Cataluña a promover la convocatoria de consultas po-
pulares reconocido en el art. 29.6 eac. También en este caso se establece el requisito 
de la aprobación parlamentaria de la iniciativa popular, aunque la existencia de este 
derecho estatutario (art. 29.6 eac) podría permitir una interpretación diferente, pues 
de otro modo, se dejaría la efectividad del derecho a disposición del propio Parlamento, 
mermando su carácter de derecho estatutario, o dicho de otro modo, los promotores de 
una iniciativa de consulta popular no pueden forzar al Parlamento a hacer uso de sus 
facultades. El legislador fija además otra cautela para el ejercicio del derecho estatutario 
a promover iniciativas de referéndum: se excluyen las cuestiones relativas a materias 
tributarias o presupuestarias (art. 22)8. La iniciativa popular se canaliza a través de una 
8 Esta es una limitación que sólo afecta a las consultas que provengan de la iniciativa ciudadana. No se encuentra prevista en los 
referendos consultivos del art. 92 CE, de ámbito estatal, porque en este ámbito no hay iniciativa popular. En cambio, se puede en-
trever una limitación similar en la regulación de la iniciativa legislativa popular catalana (art. 1 de la Ley 1/2006, de 16 de febrero).
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comisión promotora (art. 23), formada por un mínimo de tres personas mayores de 
edad que tengan la condición política de catalanes. Por otra parte, y en el ámbito aún 
de la iniciativa popular, la ley también establece el derecho de los promotores a retirar 
la iniciativa de referéndum en cualquier momento antes de su convocatoria (art. 8), con 
el fin de evitar que a lo largo del procedimiento de aprobación se pueda distorsionar el 
objetivo de sus promotores.
c) Efectos del referéndum: la naturaleza de la consulta
El referéndum es consultivo pero la ley articula un trámite parlamentario que obliga 
al Gobierno a comparecer ante el Pleno del Parlamento para rendir cuentas sobre el 
resultado de la consulta y las medidas a adoptar para hacer efectivo su cumplimiento, 
en un plazo de tres meses desde su celebración (art.12.2). Aquí se pueden resaltar dos 
cuestiones. La primera es que no se requiere ningún quórum de participación mínimo 
para otorgar validez al resultado -entre otras razones por su naturaleza consultiva- y por 
tanto, este deber de comparecencia lo es con independencia de cuál haya sido la parti-
cipación. Y la segunda es que la exigencia de comparecencia se atribuye al Gobierno y 
no a su Presidente, a pesar de que es éste quien tiene atribuida la función de dirección 
política del Ejecutivo. En todo caso, este deber de comparecencia pretende reforzar la 
exigencia de responsabilidad política del Gobierno ante la institución representativa.
d) Intervención del Consejo de Garantías Estatutarias
La ley atribuye nuevas funciones dictaminadoras al Consejo de Garantías Estatutarias. 
Así, en el procedimiento de admisión de la propuesta de referéndum (de iniciativa gu-
bernamental, parlamentaria, municipal o popular, -arts. 16, 17, 19 y 24), el Gobierno, 
1/10 parte de los diputados o dos grupos parlamentarios pueden solicitar un dictamen 
de este órgano consultivo. Su intervención es facultativa y representa una singularidad 
respecto a la regulación estatal, en la que no se prevé la intervención de ningún órgano 
consultivo. Su objeto es verificar la adecuación a la Constitución y al Estatuto de la 
propuesta de consulta, tanto de los requisitos formales como materiales. El objeto de sus 
dictámenes no son propuestas normativas (proyectos o proposiciones de ley), sino pro-
puestas de consulta popular. Ahora bien, en la medida en que sus dictámenes de carácter 
técnico-jurídico no son vinculantes, la última palabra la sigue teniendo el Parlamento.
La intervención de este órgano pretende dar mayor seguridad jurídica respecto a las con-
diciones de la propuesta sometida a referéndum. Además, se combina la intervención de 
este órgano jurídico con la atribución a un órgano político, la Mesa del Parlamento, de 
las funciones de admisión y de verificación del cumplimiento de los requisitos de la pro-
puesta, algunos de carácter más técnico (documentación que acompaña a la propuesta 
-art. 7-, afectación a un proyecto o proposición de ley en tramitación -art. 6.2- y otros 
que tienen una mayor discrecionalidad (que el objeto no sea contrario a las facultades 
de las instituciones catalanas, que entre dentro de las competencias de la Generalidad), 
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es decir, es una intervención en la que se hace un análisis formal y de legalidad. Hasta 
ahora, el único dictamen solicitado al respecto versa sobre la propuesta de consulta de 
iniciativa popular, sobre la independencia de la nación catalana (Dictamen 15/2010, de 
6 de julio) que fue declarada contraria a los artículos 29.6 y 122 eac por unanimidad. 
Hay que tener presente que el alcance de su posible control de legalidad está limitado 
y no puede entrar a valorar si la propuesta de consulta presentada a través de una ini-
ciativa popular es o no conveniente (art.7.b), si es o no una cuestión política de especial 
trascendencia (art. 2 y 10) o si se cumplen las garantías del procedimiento electoral.
2.1.2 Referéndum de ámbito municipal
El referéndum municipal se encuentra regulado en el Título iii (arts. 31-42), y con pocas 
innovaciones respecto del modelo de consulta popular municipal definida por la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (lbrl), que representa 
el marco normativo básico.
El ámbito material de la consulta queda delimitado a «los asuntos de competencia propia del 
municipio y de carácter local» que sean «de especial trascendencia para los intereses de los vecinos». 
En este sentido, la especificación que hace el art. 31.2 de considerar que tienen carácter 
local los asuntos sobre los que «no prevalece un interés supramunicipal» excluye otros 
entes locales como veguerías o comarcas9. Y, por otra parte, la denominación de com-
petencia propia parece excluir del ámbito de la consulta aquellas materias respecto de las 
cuales los municipios ejercen competencias delegadas (arts. 25-27 lbrl).
El objeto de las consultas son los asuntos de especial trascendencia para los intereses de los vecinos, 
concepto jurídico de carácter subjetivo e indeterminado que corresponde apreciar al Pleno 
del Ayuntamiento en el momento de acordar la convocatoria, y no al Gobierno del Estado 
en el momento de la autorización (martínez alonso, 2010, 475). En efecto, la decisión 
de convocar o no una consulta sobre un asunto de especial relevancia para los vecinos 
sólo puede ser valorada bajo parámetros de oportunidad política, por ello, trasladar esta 
decisión discrecional al Gobierno estatal resultaría incompatible con el propio contenido 
del autonomía local (expósito, 2012). Además, la ley introduce una limitación material 
adicional al excluir los «asuntos relativos a las finanzas locales» (art. 32)10, exclusión que 
afecta a toda propuesta de consulta con independencia de quién haya sido su promotor. 
Otra singularidad en el ámbito municipal viene dada porque se admiten las respuestas con 
9 La STS de 17 de febrero de 2000 señalaba, en relación con el objeto de la consulta popular a los vecinos, que no se permite para 
cualquier asunto, ni siquiera aquellos que tengan un interés relevante para los vecinos, es necesaria que además se trate de asun-
tos de «carácter local», por un lado, y que, respecto de ellos el municipio tenga «competencias propias».
10 Que los asuntos relativos a las finanzas locales queden excluidos no significa que se pueda rechazar cualquier iniciativa de con-
sulta que genere o conlleve un gasto, ya que esto puede ser consustancial a cualquier actuación.
OCTUBRE 2013 DELIBERACIÓN
75
opciones múltiples, en lugar del sí/no, lo que permite flexibilizar la pregunta de la consulta 
ofreciendo diferentes opciones a elegir por los votantes (art. 31.3).
Respecto a la iniciativa, la ley también posibilita dos modalidades: la institucional y la 
popular. La iniciativa institucional se reconoce al alcalde y a una tercera parte de los con-
cejales. La iniciativa popular requiere el aval de un número determinado de vecinos del 
municipio que varía según su población: así, en municipios con 5.000 habitantes o menos, 
se requiere el aval del 20% de la población; en municipios entre 5.001 y 100.000 hab., el 
aval de 1.000 habitantes + 10% de los que excedan de 5.000; y en municipios con más de 
100.000 habitantes, el aval de 10.500 vecinos más el 5% de los que excedan de 100.000. 
En todos los casos se requiere la aprobación por el Pleno del Ayuntamiento por mayoría 
absoluta de los concejales (art. 37) antes de solicitar la autorización al Gobierno del Estado.
En cuanto a los efectos de la consulta, de modo similar a la regulación autonómica, las 
consultas populares de ámbito municipal tienen carácter consultivo aspecto que, como ya 
se ha visto antes, no significa que no desencadenen efectos. Así, la ley prevé el deber del 
Alcalde de comparecer ante el pleno municipal para fijar su posición sobre el resultado de 
la consulta y las medidas a adoptar para hacer en su caso efectivo su cumplimiento res-
pecto al resultado del referéndum en el plazo de seis meses desde su celebración (art.34)11. 
Ciertamente la ley no determina si se trata de una consulta previa a la adopción de un 
determinado acuerdo por parte del Ayuntamiento o bien una consulta para ratificar o re-
vocar un acuerdo municipal ya tomado. En este ámbito territorial, la ley tampoco requiere 
ningún quórum de participación mínimo para dar validez al resultado y, a diferencia del 
referéndum de ámbito autonómico, no se prevé la intervención del Consejo de Garantías. 
La función de verificación del cumplimiento de los requisitos de la iniciativa corresponde 
en este caso el Secretario municipal, tanto los de carácter más técnico (documentación, 
existencia de un proyecto o proposición de ley que le afecte en tramitación,...) como los 
que tienen una mayor discrecionalidad, es decir, que el objeto no sea contrario a las com-
petencias propias del municipio y de carácter local (arts. 37 y 40). 
2.2 TITULARES DEL DEREChO DE vOTO y DEL DEREChO  
A pROMOvER LAS CONSULTAS
Un punto especial que queremos traer a colación es el de la titularidad del derecho. El 
art. 4 de la ley, bajo la rúbrica Cuerpo electoral, establece que «Son llamadas a participar 
en una consulta popular las personas que tienen derecho de voto (sufragio activo) en las 
11 La ley no regula instituciones próximas al referéndum como pueden ser la iniciativa popular y/o la revocación de mandato. Res-
pecto a la iniciativa popular para la adopción de acuerdos por el Ayuntamiento, el art. 69 LBRL dispone que las corporaciones 
locales deben facilitar la participación ciudadana y que serán las normas de autoorganización de cada municipio las que regulen 
las formas, medios y procedimientos de participación. En cuanto a la revocación de mandato del alcalde por voto popular parece 
estar excluida por la LO 5/1985, de 19 de junio del Régimen Electoral General, dado que el art. 197 sólo prevé la destitución del 
alcalde a través de la moción de censura adoptada por la mayoría de los concejales.
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elecciones al Parlamento de Cataluña o en las elecciones municipales, respectivamente 
según el ámbito de la consulta, de acuerdo con la legislación aplicable en cada ámbito».
Por otra parte, el artículo 5 hace referencia a las personas legitimadas para firmar, atribu-
yendo esta facultad a los mayores de 18 años debidamente inscritos en el padrón de 
cualquier municipio y que cumplan uno de los siguientes requisitos: tener la condición 
política de catalán, ser ciudadanos de los estados miembros de la Unión Europea, o de 
algunos estados que tengan reconocido por tratado o ley, el derecho de sufragio activo 
y pasivo en las elecciones municipales12, tener residencia legal en el Estado español de a 
acuerdo con el régimen extranjería, y además, en ámbito municipal se requiere el em-
padronamiento en el municipio.
La primera cuestión a destacar es que estos dos elementos no son coincidentes. Nos en-
contramos en presencia de dos derechos diferentes que tienen una titularidad también 
diferente. La ley regula una titularidad para ejercer el derecho de sufragio a través del 
voto (como cuerpo electoral, derivado del art. 23.1 ce) y otra para poder promover una 
consulta, entendiendo que esta titularidad es la que reconoce el derecho estatutario del 
arte. 29.6 eac13.
Ya se ha señalado más arriba que la doctrina del Tribunal Constitucional (stc 63/1987, 
de 20 de mayo, fj 5), restringe la participación directa de los ciudadanos en los asuntos 
públicos, ex art. 23.1 ce, a los referéndums regulados en la Constitución, los cuales, de-
nomina genéricamente, consultas populares. El contenido de este derecho fundamental 
lo conforma la acción de votar, de ejercer el sufragio activo; pero la facultad de promover 
una consulta popular no forma parte del contenido constitucionalmente protegido. Esta 
distinción permitirá analizar separadamente los límites que debe observar el legislador 
autonómico. En el primer caso, nos encontramos en presencia de un derecho funda-
mental cuyo desarrollo se realiza a través de una ley orgánica estatal (lomr) y en tanto 
que implique un desarrollo frontal del derecho de participación directa su contenido 
será vinculante para las Comunidades Autónomas (art. 81 y 149.1.1 ce). Como se seña-
la en la stc 173/1998 (sobre la ley vasca de asociaciones fj 9) corresponde al legislador 
orgánico «la delimitación de los aspectos esenciales del derecho en lo tocante a su titularidad», pero 
en este caso no se trata de una medida restrictiva, sino beneficiosa o favorable para el 
ejercicio del derecho pues supone otorgar una nueva facultad al derecho constitucional.
12 Esta exigencia representa una limitación adicional, porque si el referéndum es un instrumento que se ejerce a través del voto, y 
para votar sólo se requiere ser titular del derecho de sufragio activo.
13 El art. 29.6 EAC establece que «Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover la convocatoria de consultas populares 
por la Generalidad y los ayuntamientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y con las condiciones que las 
leyes establezcan». Así, la ley 4/2010, siguiendo el ejemplo de la ley catalana 1/2006, sobre iniciativa legislativa popular, extiende 
la titularidad del derecho a promover una consulta a los extranjeros comunitarios ya aquellos que residan legalmente en España 
y estén empadronados en un municipio de la Comunidad Autónoma.
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La cuestión de la titularidad del derecho de participación política del art. 23 ce, y por 
tanto de los mecanismos participativos que se incluyen, en relación con los extranjeros, 
fue analizada en la Declaración del Tribunal Constitucional de 1 de julio de 1992 sobre 
el Tratado de Maastricht. En ese caso se afirmó que el art. 23 ce no excluye a los ex-
tranjeros del derecho a participar, sino que esta exclusión vendría dada por el art. 13.2 
ce. El derecho de participación acoge así un concepto de ciudadano en sentido estricto 
(persona física, nacional, mayor de edad y en pleno uso de sus derechos políticos) sin 
que sea excluyente de los no nacionales, siendo el art. 13.2 ce el que realiza la exclusión 
cuando afirma que «solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en 
el art. 23, salvo lo que, con criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley 
para el derecho de sufragio activo y pasivo en elecciones municipales»14.
Pero, ¿cuál es el ámbito objetivo de la exclusión? El art. 13.2 ce hace referencia exclusi-
vamente a las elecciones de carácter municipal. ¿Significa ello que ninguna otra institu-
ción participativa incluida en el ámbito de protección del derecho fundamental de los 
extranjeros a participar en los asuntos públicos (art. 23.1 ce) estaría reconocida por la 
Constitución? El referéndum es una forma de ejercicio del derecho de sufragio activo 
que no consiste en la designación de personas sino en un pronunciamiento afirmativo 
o negativo sobre el contenido de una propuesta. Podría interpretarse que la referencia 
constitucional a las elecciones y no a los procesos de referéndum se debe a que las primeras son 
la forma predominante de participación en nuestro sistema democrático y que la escasa 
práctica de esta institución es la razón de ser de su omisión.
Las consecuencias de una u otra interpretación tienen una especial relevancia. Una in-
terpretación literal del precepto nos lleva a entender que la titularidad de los extranjeros 
se ciñe exclusivamente al derecho de sufragio activo y pasivo en unas elecciones municipales, 
siempre que además se den las condiciones de reciprocidad y previsión legal. En cambio 
una interpretación sistemática y finalista, aunque cabe decirlo, un poco forzada, podría 
permitir que la expresión elecciones del art. 13.2 ce incluyera también a los procesos de 
referéndum, sin necesidad quizás de reformar la Constitución para incluirlos. Aun así, este 
posible reconocimiento estaría sometido a los mismos requisitos de reciprocidad, pre-
14 En esta declaración el Tribunal realiza algunas consideraciones sobre el concepto de soberanía nacional: «Tampoco la proclamación 
inscrita en el art.1.2 de la Constitución queda contradicha, ni afectada siquiera por el reconocimiento del sufragio en las elecciones 
municipales, a un determinación círculo o categoría de extranjeros (...) es suficiente advertir, para fundamentar lo dicho, que la atri-
bución a quienes no son nacionales del derecho de sufragio en las elecciones a órganos representativos sólo podría ser controverti-
da, a la luz de aquel enunciado constitucional, si tales órganos fueran de aquellos que ostentan potestades atribuidas directamente 
por la Constitución y los Estatutos de Autonomía y ligadas a la titularidad por el pueblo español de la soberanía «(fJ 3, letra C). 
 De estas palabras parece deducirse que las elecciones municipales no implican ningún ejercicio de soberanía, dado que las cor-
poraciones locales no ostentan potestades atribuidas por la Constitución y los Estatutos de Autonomía ligadas a la titularidad 
por el pueblo español de la soberanía. Esta cuestión ya se suscitó con motivo de las elecciones municipales en Melilla, en 1999. 
El alcalde de esta ciudad autónoma planteó ante la Junta Electoral Central una cuestión sobre el alcance del derecho de sufragio 
activo y pasivo de los extranjeros residentes en la ciudad en las elecciones municipales. La Junta Electoral consultó al Gobierno, 
quien, a su vez, consultó al Consejo de Estado. Los tres órganos coincidieron en la misma opinión: Melilla es una corporación local 
no afectada por el ejercicio de la soberanía nacional. 
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visión en tratado o ley, y exclusivamente en el ámbito municipal. Es decir, sólo aquellos 
extranjeros residentes a quienes en virtud de tratado se les ha reconocido el derecho de 
sufragio en elecciones municipales tendrían derecho a participar en el referéndum. Hay 
que recordar que estos condicionantes del art. 13 ce no serían de aplicación a otros 
procedimientos de consultas diferentes del referéndum, ubicadas fuera del ámbito de 
protección del art. 23 ce y enmarcadas en un modelo de democracia participativa. Así, 
las consultas no referendarias no son expresión del derecho de participación política di-
recta del art. 23 ce, sino fórmulas diferentes que canalizan la democracia participativa. 
En este ámbito no hay posibilidad de intervención del Estado por vía del art. 149.1.1 
ce, precisamente porque no son expresión del ejercicio del derecho fundamental. Sin 
embargo, en la medida en que dichas consultas sean utilizadas por las Administraciones 
Públicas y se inserten en los procedimientos administrativos que tramitan puede pro-
ducirse una incidencia en la competencia estatal sobre las bases del régimen jurídico 
de las Administraciones Públicas y sobre el procedimiento administrativo común (art. 
149.1.18 ce).
Por tanto, ya podemos adelantar una primera conclusión, la posibilidad de otorgar el 
derecho de voto a los extranjeros en un proceso referendario de ámbito territorial au-
tonómico está prohibido por la Constitución, y no puede ser concedido por el legislador 
autonómico. Pero lo que hace la ley catalana es ampliar a los extranjeros la titularidad 
del derecho estatutario, del derecho a promover consultas populares (art. 29.6).
En cuanto al ámbito municipal, hay que ir a las normas que lo concretan para determi-
nar la posible titularidad del derecho. Así, la titularidad del derecho de sufragio activo, 
en relación con los no nacionales viene establecido en el art. 176 loreg. Este precepto 
establece que gozan del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales los 
ciudadanos comunitarios y residentes extranjeros en España, de acuerdo con criterio de 
reciprocidad, establecido por un tratado (de carácter multilateral -Maastricht para los 
ciudadanos comunitarios- o bilateral -caso de noruegos, islandeses y suecos)15, es decir, 
que sus respectivos países permitan el voto de los españoles en las elecciones locales.
La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local (lbrl) no espe-
cifica quiénes son los titulares del derecho de sufragio en las consultas populares locales 
(art. 71); pero el titular del derecho de sufragio referendario debe gozar también del 
derecho de sufragio activo. En la lista de derechos de los vecinos del art. 18.1 lbrl no se hace 
15 La previsión del art. 8.B punto 1 TUE, fue desarrollada por la Directiva 94/80 CE del Consejo, de 1994 e incorporada al ordena-
miento español a través de la LO 1/1997 que reforma los arts. 176 y 177 de la LOREG, reguladores respectivamente del derecho 
de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. La LOREG exige el requisito de la residencia. También la LO 4/2000 de 
derechos y libertades de los extranjeros (reformada en 2009). La situación de residencia no equivale a la inscripción en el padrón. 
El art. 18.2 LBRL establece que «la inscripción (...) en el padrón municipal no constituirá prueba de residencia legal ni les atribuirá 
ningún derecho que no les otorgue la legislación vigente». 
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referencia a este derecho, pero debería entenderse incluido en el enunciado «aquellos 
otros derechos y deberes establecidos en las leyes». El concepto de vecino puede incluir también 
los extranjeros, y también éstos pueden considerarse titulares del sufragio referendario, 
pero no todos los extranjeros, únicamente aquellos a quienes se les ha reconocido el 
derecho de sufragio activo en las elecciones municipales. Respecto al ejercicio de la 
iniciativa popular local, es decir, de los derechos a promover una consulta, el art. 70 bis 
lbrl reconoce su ejercicio a los «vecinos que gocen del derecho de sufragio activo en 
las elecciones municipales», por lo tanto entrarían todos aquellos que cumplen las pre-
visiones de la loreg. En estos casos el disfrute del derecho de sufragio activo va ligado 
además al requisito de la inscripción en el padrón del municipio correspondiente. Así, el 
art. 15 lbrl establece la obligación que tiene toda persona que viva en España de estar 
inscrita en el padrón del municipio en el que resida. Pero, en todo caso esta inscripción 
no otorga per se el derecho de sufragio (art. 18.2 lbrl): «la inscripción (...) en el padrón 
municipal no constituirá prueba de su residencia legal en España ni atribuirá ningún 
derecho que no les confiera la legislación vigente, especialmente en materia de derechos 
y libertades de los extranjeros en España».
Esta interpretación es la que se ha seguido en la legislación autonómica sobre régi-
men local. La regulación de las consultas populares locales catalanas anteriores a la ley 
4/2010, establecida por Decreto Legislativo 2/2003, remitía, en materia de realización 
de la consulta «a las disposiciones generales y al procedimiento establecido por la le-
gislación electoral del Estado sobre referendos (art. 161). Y el reglamento de consultas 
populares municipales de Cataluña (Decreto 294/1996, de 23 de julio) disponía que «el 
cuerpo electoral convocado a las consultas populares debe estar formado por los vecinos inscritos en el 
padrón de habitante vigente en la fecha de la convocatoria en el municipio de que se trate, que reúnan los 
requisitos para ser electores según la legislación electoral vigente «(art. 10.1). También la Carta Mu-
nicipal de Barcelona (ley 22/1998, de 30 de diciembre) establece en el art. 10.5 que «los 
extranjeros empadronados pueden participar en referéndums y otros procedimientos 
consultivos que promueva el Ayuntamiento», precepto que debe referirse a los extran-
jeros residentes que de acuerdo con los tratados suscritos gocen del derecho de sufragio 
en las elecciones municipales.
Una opción similar la encontramos en la ley andaluza de consultas populares locales 
(Ley 2/2001, de 13 de marzo), cuando su artículo 15.1 establece que «Constituye el cuerpo 
electoral, que podrá expresar su opinión en la consulta, los vecinos del municipio que en el momento de 
la convocatoria gocen del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales «(art. 15.1). Y la 
ley foral de Navarra 27/2002 establece en su art.3, que «la consulta popular local se decidirá 
por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto de los electores que componen el cuerpo electoral al 
que hace referencia el art. 14 de esta ley foral». Y el apartado primero del art. 14 dispone que 
«Son titulares del derecho a expresar su opinión en la consulta a través del voto los vecinos y vecinas del 
municipio que, en el momento de la convocatoria, sean mayores de edad y estén inscritos en el padrón mu-
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nicipal». Por lo tanto, debe tratarse de vecinos inscritos en el censo electoral con derecho 
de sufragio. La opción de la ley catalana de consultas populares por vía de referéndum 
es también la de conceder un derecho de sufragio referendario a las personas que con-
forman el cuerpo electoral del municipio (art. 4), es decir, a los vecinos del municipio 
que en el momento de la convocatoria tengan reconocido el derecho de sufragio activo 
en las elecciones municipales; previsión absolutamente compatible con los postulados 
constitucionales.
3 EL rEcurSo dE InconStItucIonALIdAd 
contrA LA LEy dE conSuLtAS Por VíA dE rEfErénduM
En diciembre de 2010, y tras un proceso de negociación para la Comisión Bilateral Ge-
neralitat-Estado, al amparo de las previsiones del art. 33 lotc, para intentar resolver 
las discrepancias competenciales suscitadas, que no culminó con éxito, el Presidente de 
Gobierno presentó un recurso de inconstitucionalidad contra la ley catalana16, que en el 
momento de escribir estas líneas se encuentra pendiente de resolución. La argumenta-
ción del recurso sigue en este sentido el dictamen favorable a su interposición emitido por 
el Consejo de Estado17, fundamentado exclusivamente en una falta de competencia de la 
Generalidad para llevar a cabo una regulación legislativa del referéndum, y que tiene su 
origen en la interpretación absolutamente restrictiva que la stc 31/2010 hace del arte. 
122 eac, en el sentido de que la previsión constitucional del art. 149.1.32 ce no se limita 
a la autorización estatal sino que debe extenderse «a la entera disciplina de la Institución».
Este recurso fue admitido a trámite por el Pleno del Tribunal Constitucional y en aten-
ción a la invocación que efectuó el Presidente del Gobierno del art. 161.2 de la Consti-
tución se produjo la suspensión automática de la vigencia y aplicación de los preceptos 
impugnados. Suspensión que fue levantada por el atc 87/2011, en junio de 2011.
En dicho Auto se encuentran dos líneas de argumentación: la primera está basada prin-
cipalmente en las alegaciones formuladas por el Abogado del Estado, quién considera 
que en una situación de inestabilidad financiera y de crisis económica sería muy perju-
dicial para el país la promoción de consultas sobre el pacto fiscal y el derecho a decidir, aspecto que, 
además, supondría implementar un modelo de democracia referendaria que podría lle-
gar a radicalizar las posiciones (fj. 3). Para el Tribunal, la propia ley vincula el objeto 
de las consultas en el ámbito de competencias de la Generalidad, sin hacer ninguna 
16 Recurso de inconstitucionalidad n. 8912-2010, interpuesto en fecha 27 de diciembre de 2010.
17 Dictamen del Consejo de Estado n. 1618/2010, de 16 de septiembre de 2010. El dictamen sostiene que la ley 4/2010 puede incu-
rrir en inconstitucionalidad en la medida en que representa un intento de regulación legislativa de una institución, el referéndum, 
para el que no goza de título competencial, contraviniendo, además, los arts. 81 y 92 de la Constitución.
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referencia a las cuestiones concretas que pueden ser objeto de consulta. La segunda 
responde a una actitud preventiva: la propia ley impugnada reserva al Estado la última 
palabra en forma de autorización, lo que conlleva que la viabilidad de una hipotética 
o eventual consulta dependa directamente y en última instancia de una decisión del 
Estado. Respecto de este control directo —ex art. 149.1.32 ce— el Pleno del Tribunal 
señala que al Estado le corresponde decidir «con entera libertad, acerca de la conveniencia de 
otorgar o no la mencionada autorización, condición necesaria e imprescindible para que la consulta 
pueda ser convocada». Además, en el propio auto se prevé también la posibilidad, en caso 
de acreditarse algún cambio de circunstancias «que resulte relevante» de modificar el 
acuerdo de levantamiento de la suspensión, solicitando a este Tribunal Constitucional la 
reconsideración de la decisión adoptada.
El recurso de inconstitucionalidad se fundamenta exclusivamente en una infracción del 
orden constitucional de competencias, a la luz de la doctrina constitucional afirmada 
en las sstc 103/2008 y 31/2010 -especialmente, esta última, en su fj 69- y no en cues-
tiones sustantivas dado que, como hemos visto el modelo de referéndum que configura 
la ley encuentra un perfecto encaje en el sistema institucional autonómico18 . En efecto, 
las consultas por vía de referéndum se configuran como un elemento integrante del de-
recho fundamental de participación política que, de acuerdo con la forma de gobierno 
diseñada en la Constitución para las Comunidades Autónomas son un instrumento de 
participación de carácter extraordinario y operan de forma complementaria a las insti-
tuciones representativas.
Sin embargo, el objeto del recurso no es propiamente toda la ley, sino que las alega-
ciones de inconstitucionalidad se centran exclusivamente en la concreta regulación del 
referéndum autonómico. Cabe decir que, aunque no se impugnan expresamente los 
preceptos relativos a las consultas populares municipales (concretamente el Título iii), 
en el recurso sí se hace una referencia a la posibilidad de que la declaración de inconsti-
tucionalidad, siguiendo en este sentido la opinión del Dictamen del Consejo de Estado, 
los incluya por conexión o consecuencia, tal y como prevé el art. 39.1 lotc. 
En efecto, el Dictamen del Consejo de Estado 1618/2010, de 16 de septiembre, cues-
tiona también la constitucionalidad de la regulación catalana de los referéndums de 
ámbito municipal. Tras recordar que las consultas populares municipales se encuentran 
al margen de la lormr, siendo su marco normativo básico la legislación estatal de 
régimen local (lbrl), considera que la Generalitat está en condiciones de regularlas, y 
que materialmente esta regulación es conforme a esa normativa básica, pero cuestiona 
18 En el mismo sentido se pronuncia el Dictamen del Consejo de Garantías Estatutarias 3/2010, de 1 de marzo, en el que se constata 
expresamente que «hay un encaje correcto entre el proyecto de ley (de consultas populares) y las normas constitucionales y 
estatutarias «(fJ 3). 
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la propia denominación de estas consultas como referéndums, avalando así una diferen-
ciación entre las consultas populares en la esfera del gobierno local y los referéndums. 
Así, puede leerse que: «(...) no parece al Consejo de Estado que sea conforme con la Constitución la 
calificación de estas consultas como referéndum («consultas populares por vía de referéndum»), porque esta 
identificación, lejos de limitarse a la nomenclatura, implica la pretensión de instalar en el ámbito munici-
pal una institución de índole constitucional que constituye un cauce de ejercicio directo de la participación 
política y que, como tal institución, en su «entera disciplina», en palabras de la Sentencia 31/2010, debe 
entenderse fuera de la competencia autonómica»19.
Sin embargo, si las consultas populares locales no pueden ser concebidas como referén-
dums, parece claro que tampoco deberían estar sometidas a autorización del Estado 
(expósito, 2013)20. 
Esperemos que la sentencia que resuelva el recurso interpuesto contra la ley catalana 
de consultas por vía de referéndum favorezca un pronunciamiento por parte del Alto 
Tribunal, en cierta medida correctora de la doctrina afirmada en la stc 31/2010, en la 
que, de forma más restrictiva que su predecesora 103/2008, niega la mera existencia de 
un referéndum autonómico de carácter consultivo. La exigencia de que una ley orgáni-
ca estatal regule los referéndums de ámbito autonómico sólo tiene sentido en tanto que 
norma reguladora que desarrolla de forma frontal y directa un derecho fundamental, 
y que en función del ámbito territorial en el que se proyecta puede requerir normativa 
complementaria autonómica, sin que ello repercuta en la propia denominación de la 
institución como referéndum. La exigencia de autorización estatal del art. 149.1.32 ce 
no es un elemento definitorio del referéndum y representa un vestigio de la existencia de 
un control directo de oportunidad por parte del Estado, no sólo sobre la propia previsión 
de referéndums autonómicos sino también sobre su concreto ejercicio, vestigio que sería 
conveniente suprimir (castellà, 2013, p. 152). Los intentos normativos de salvar este 
impedimento con figuras innovadoras como la consulta popular no referendaria, pue-
den resultar enriquecedores en el debate jurídico y político siempre que su finalidad sea 
la de potenciar de forma más flexible y ágil otras formas de participación directa de los 
ciudadanos en las instituciones de gobierno, pero infructuoso si lo que pretende es eludir 
el cumplimiento de las exigencias legales. 
19 Así, según el Consejo de Estado, «la ley catalana objeto de consideración parece buscar una identificación plena de las consultas 
populares «por vía de referéndum» en el ámbito de la Generalidad y en el de los municipios mediante una denominaciones 
común y unas disposiciones generales comunes de las que es expresión muy significativa su conceptuación también común (ar-
tículo 3) como instrumento «de participación directa para determinar la voluntad del cuerpo electoral sobre cuestiones políticas 
de especial trascendencia con garantías propias del procedimiento electoral».
20 Reina así, en el ámbito local, un mar de confusión. Un claro ejemplo es el del art. 96.2 de la Ley foral 6/1990, de 2 de julio, de la 
Administración Local de Navarra, que establece que «no pueden realizarse consultas populares en los casos en que no está per-
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